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Prólogo


EL AÑO DE 2017 ES EMBLEMÁTICO en el calendario cívico mexicano porque se conmemoran dos acontecimientos trascendentes en la vida de la nación mexicana: el primero es la promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 5 de febrero de 1917, hecho memorable porque los constituyentes de Querétaro rubricaron el pacto de unión de los mexicanos liderados por los constitucionalistas quienes tuvieron como propósito crear el nuevo proyecto de nación, terminar con la guerra civil para que los cañones cesaran el fuego fratricida y se reencauzara la vida constitucional.


	El segundo acontecimiento trascendente fue la entrada en vigor, el 1° de mayo de 1917, de la Constitución, bajo cuyo amparo se reinstaló el funcionamiento de los tres poderes republicanos: la Presidencia de la República, el Congreso de la Unión con su Cámara de Diputados y su Cámara de Senadores y el inicio de los trabajos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


	Conmemorar significa lealtad con la memoria que guardan los testimonios elaborados por un comunitario colectivo, revolucionario, que nos legó el derecho a la paz, convertido en un ideario avanzado, amalgamando liberalismo individual con colectivismo jurídico-social para reconstruir el Estado; gobierno y protección jurídica a obreros, campesinos y a quienes hicieron la revolución, beneficios que se plasmarían en la Constitución de Querétaro.


	Fue necesario reconstruir la política interna e internacional del Estado mexicano y de una sociedad cuyo tejido social ha superado ocho veces el número de habitantes que tenía en 1917. Actualmente, México cuenta con más de 120 millones de habitantes con muy distintos y distantes problemas a los que aludió Andrés Molina Enríquez en su monumental obra Los grandes problemas nacionales.


	En la problemática de nuestros tiempos se vinculan factores internos e internacionales como la migración, el narcotráfico, la trata de personas, la protección y defensa de los derechos humanos, etc., que se atienden a la luz de nuestra Constitución y de la legislación federal y de las estatales. Lo anterior muestra que la Constitución de 1917 legitimada por la Revolución mexicana y con sus 100 años de vigencia aún tutela, como lo postula el artículo 40 constitucional, la voluntad del pueblo mexicano de constituirse en una república representativa, democrática, laica y federal.


	En México se guarda lealtad, respeto y esperanza en los postulados de la centenaria Constitución, pendientes de que se hagan realidad en beneficio de las clases menos favorecidas del pueblo. Con el propósito de contribuir a elaborar los testimonios de los homenajes que el gobierno federal y los gobiernos de los estados promueven para conmemorar el centenario de la promulgación de la Constitución, elaborada en Querétaro, El Colegio Mexiquense participa con investigaciones de corte histórico-jurídico.


	En esta obra se establece un hilo conductor para ubicarnos en los escenarios de las revoluciones generadoras del ideario constitucional combativo del absolutismo. En cartas y constituciones escritas los constituyentes fueron estableciendo límites al poder del soberano rey, hasta lograr que el pueblo soberano fuera el creador de su Constitución y de sus leyes. Para ello fue necesario organizarse en grupos que adquirieran la condición de actores sociales que en su movimiento lograran fortaleza suficiente para cambiar el estado de cosas y lograr el consenso popular con el fin de apoyar sus demandas que les permitieran adquirir legitimidad o consenso en sus reclamos. Entre aquellos grupos organizados en Europa destacaron los obispos, barones y terratenientes ingleses que en 1215 hicieron al rey Juan sellar la Carta Magna que, sin afirmar que tuvo las condiciones de una Constitución, sí podemos decir que al lograr derechos garantizados por escrito se avanzó en la limitación del poder absoluto, ese movimiento fue la demostración de que cuando un pueblo se une, se avanza en el reconocimiento jurídico de libertades.


	Para la formación de la conciencia libertaria de las colonias españolas en América, fue un impacto la revolución de las trece colonias inglesas de Norteamérica, que mediante enfrentamientos armados con el ejército de la Corona inglesa triunfaron para declarar su independencia, en 1776, como los Estados Unidos de América, para organizar su congreso en Filadelfia y elaborar la Constitución federalista y republicana de 1787, implantando la figura presidencial cuyo primer nombramiento recayó en Jorge Washington, primer presidente del mundo occidental; el sistema federal y republicano que, como paradigma de organización política, inspiró a los constituyentes mexicanos de 1824 para implantar el sistema federal en nuestro país.


	El de los revolucionarios franceses fue un movimiento popular y trascendente de parte de los liberales que enfrentaron al absolutismo; en este trabajo se nos presenta como un movimiento que privilegió los principios de libertad, igualdad y propiedad, entre otros, los cuales se convirtieron en las ideas principales de la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano del 26 de agosto de 1789 y que más tarde fueron incorporados en las constituciones francesas de 1791, 1793 y 1795. En el preámbulo de la clásica declaración se postuló que aquel documento del pueblo que no contemple la división de poderes ni garantice los derechos del hombre y del ciudadano no es una Constitución; pensamiento ilustrado que se proyectó en el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana mejor conocido como Constitución de Apatzingán del 22 de octubre de 1814 y que el autor de esta obra sostiene que es la base fundacional del constitucionalismo mexicano.


	La Constitución de Apatzingán fue el primer documento constitucional elaborado en México por una conciencia popular tendente a liberar a la nación mediante la declaración de independencia. Fue el Congreso Constituyente de Anáhuac, que sesionó desde Chilpancingo hasta la bella región de Apatzingán, el que estableció las bases para fundar al Estado mexicano incorporando los postulados de soberanía, independencia, división de poderes, entre otros, como los del artículo 24 en el cual se precisaba en qué consistía que el pueblo mexicano fuera feliz, de acuerdo a lo siguiente: “La felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos consiste en el goce de la igualdad, seguridad, probidad y libertad. La íntegra conservación de estos derechos es el objeto de la institución de los gobiernos, y el único fin de las asociaciones políticas” (Tena, 2017: 34).


	La invasión de los ejércitos franceses en 1808, ordenada por Napoleón Bonaparte para coronar rey de España a su hermano José Bonaparte, dio lugar a un movimiento libertario del pueblo español que duró seis años hasta que con apoyo del gobierno inglés logró liberarse y, en 1814, Fernando VII regresó a reinar. Hacia 1810, en ausencia de Fernando VII, los grupos de poder económico y político españoles convocaron a las Cortes para que se reunieran en Cádiz a donde concurrieron diputados representantes de la madre patria y de los satélites coloniales como la Nueva España; entre los diputados enviados por las provincias novohispanas destacaron Miguel Ramos Arizpe, de Coahuila, y Miguel Guridi y Alcocer, de Puebla, personajes que aprenderían la práctica congresional y, al ser nombrados diputados para el Congreso mexicano de 1823-1824, aplicaron sus conocimientos sobre cómo intervenir en debates y cómo elaborar una Constitución.


	La Constitución de Cádiz fue elaborada en las Cortes y expedida el 19 de marzo de 1812; se hizo jurar en España y en las colonias novohispanas. Desde luego que no fue un juramento unánime, en Nueva España hubo opositores en aquellas provincias dominadas por los insurgentes acaudillados por José María Morelos y Pavón. Poco duró el tiempo del intento de imponer una Constitución con la cual las élites del poder político y económico español trataron de proteger sus negocios y controlar la insurgencia americana, porque al volver de su estancia en Francia, en los primeros meses de 1814, Fernando VII no juró la Constitución de Cádiz de 1812 sino que reimplantó el absolutismo hasta 1820 cuando el movimiento popular encabezado por el general Rafael de Riego obligó al rey a firmar la Constitución de Cádiz de 1812.


	La entrada en vigor de la Constitución de Cádiz afectó el control político y económico de las élites novohispanas causando inconformidad entre comerciantes, políticos y curas que conspiraron en el templo de la Profesa con el fin de independizar a Nueva España de la madre patria; buscaron al personaje apropiado para pactar la independencia de México con los insurgentes, el elegido fue Agustín de Iturbide. El acercamiento de Iturbide con los insurgentes, comandados por Vicente Guerrero y Guadalupe Victoria, entre otros, permitió lograr una independencia pactada en el Plan de Iguala y en los Tratados de Córdova mediante los cuales el último virrey, Juan O´Donojú, firmó la declaración de independencia.


	El gobierno independiente a través de su Cámara de Diputados dio la oportunidad de que Agustín de Iturbide, en el mes de mayo de 1822, se convirtiera en emperador de México, cargo que por su inexperiencia en la conducción política tuvo que abdicar. En marzo de 1823 se retiró del poder y salió desterrado a Italia, destierro el cual quebrantó para regresar a México el 14 de julio de 1824. Agustín de Iturbide fue fusilado en Soto la Marina el 19 de julio de ese mismo año. Lo anterior fue la oportunidad histórica para que se instalara el Congreso Constituyente de 1823-1824 y se fundara el Estado constitucional como expresión del liberalismo insurgente, como podrá observarse en la obra que se prologa.


	A partir de la Constitución Federal de 1824 se inicia una experiencia constitucional inestable debido a las constantes asonadas militares de caudillos como Anastasio Bustamante y Antonio López de Santa Anna, entre otros, que conducían la lucha militar por el poder, girando los intereses ideológicos de gobierno entre centralismo y federalismo, hasta que la Revolución de Ayutla triunfó en 1855 para instalar el Congreso Constituyente de 1856-1857 el cual redactaría la nueva Constitución como nuevo paradigma de las libertades y bandera del juarismo.


	Los conservadores, la Iglesia católica y militares reaccionarios y refractarios a la Constitución de 1857 con el poder de las armas generaron la guerra de los tres años (1857-1860). Al resultar triunfadores al mando del presidente Juárez los liberales retomaron el poder en 1861, pero en 1862 con el apoyo de Napoleón III los conservadores favorecieron la intervención francesa y después de las cruentas guerras libradas en Puebla, entre 1862 y 1863, Maximiliano de Habsburgo fue elevado en 1864 como emperador de México.


	Cinco años duró la lucha entre liberales y conservadores e imperialistas franceses hasta que el 19 de junio de 1867 culminó el sitio de Querétaro a cargo de Mariano Escobedo quien recibió la espada del emperador Maximiliano que fue fusilsado en el Cerro de las Campanas junto con los generales Miguel Miramón y Tomás Mejía. Con el triunfo constitucionalista en Querétaro, Juárez entró a la ciudad de México erradicando cualquier vestigio imperial y en todo el territorio puso en vigor las instituciones republicanas. Juárez gobernó de 1861 hasta su muerte, el 18 de julio de 1872, dando lugar a que el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Sebastián Lerdo de Tejada, ocupara la Presidencia de la República sustentando su gobierno en la Constitución de 1857 y fortaleciendo su legitimidad con la iniciativa de elevar a rango constitucional las Leyes de Reforma, tal como lo aprobó el legislativo en 1873.


	Hasta aquí se realiza una clara presentación de la evolución del constitucionalismo mexicano, caracterizando la conducción paradigmática del ideario libertario de cada época. El último año del gobierno de Lerdo de Tejada (1876) fue de inestabilidad política debido a su intento de reelección. El eterno aspirante a la Presidencia de la República, Porfirio Díaz, buscó justificación a su modo de estratega militar para asumir la titularidad del poder ejecutivo la cual disputó con José María Iglesias. Este último, al ser presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación preparó un grupo de políticos y militares que le darían su apoyo y, ante la pretensión de Lerdo de Tejada de reelegirse, se levantarían en armas con lo cual José María Iglesias ocuparía legítimamente la Presidencia de la República.


	Porfirio Díaz se levantó en armas en Tuxtepec, Oaxaca, con el lema de “Sufragio efectivo, no reelección” con lo cual obligó a Lerdo a renunciar a la Presidencia de la República y a su candidatura, además de entregarle a Porfirio Díaz el mando de la ciudad de México y dejando a Iglesias con su pretensión de asumir interinamente la Presidencia de la República. Porfirio Díaz justificó la ocupación de la Presidencia de la República denominando a su movimiento golpista Revolución de Tuxtepec. Al término de su primer periodo presidencial, Díaz dejó el poder al general Manuel González quien gobernó de 1876 a 1880; cuando nuevamente subió al poder en 1880 Díaz ya no lo abandonó hasta los momentos en que renunció ante el Congreso, en mayo de 1911.


	Porfirio Díaz utilizó a su modo la Constitución de 1857 y las Leyes de Reforma, documentos emblemáticos del triunfo liberal, los que siempre invocó pero nunca cumplió; Emilio Rabasa caracterizó a Díaz como dictador por haber desempeñado un gobierno con carácter militar, sin respeto a las garantías individuales como lo podemos confrontar en su libro escrito en 1912, durante su exilio voluntario en Nueva York, La Constitución y la dictadura.


	La inobservancia por parte de Díaz de la Constitución de 1857, la sensibilidad del grupo en el poder federal y de los estados y un movimiento juvenil revolucionario encabezado por Francisco I. Madero quien difundió su ideario de participación democrática en el Plan de San Luis y, posteriormente en su libro denominado La sucesión presidencial, así como la canalización de los agravios populares en contra del gobierno a través del movimiento armado maderista lograron una fuerza suficiente para que Porfirio Díaz renunciara al Poder Ejecutivo en mayo de 1911. Díaz se embarcó con rumbo a París, Francia, donde radicó hasta su muerte ocurrida el 2 de julio de 1915.


	Por la vía democrática Madero asumió la titularidad del poder ejecutivo y surgió la esperanza de un cambio de régimen jurídico que asegurara el reparto de tierras y una nueva legislación obrera; ello no aconteció y Madero fue víctima de su inexperiencia en el manejo de la política al no eliminar a sus enemigos e incorporarlos en su gobierno. Los porfiristas, apoyados por el embajador estadounidense Henry Lane Wilson, se organizaron para terminar con las vidas del presidente Madero y del vicepresidente Pino Suárez el 22 de febrero de 1913. La mayoría de los gobernadores de los estados dieron su respaldo a Victoriano Huerta, como también lo hicieron los titulares de los poderes Judicial y Legislativo, que más tarde serían acusados por los constitucionalistas de complicidad con el usurpador.


	Solamente dos gobernadores, el de Coahuila y el de Sonora, no reconocieron al gobierno golpista. Al recibir el comunicado de Huerta de que tenía privados de la libertad a Madero y a Pino Suárez y que el Senado lo había reconocido como presidente de la República, el gobernador Venustiano Carranza no estuvo de acuerdo porque la decisión del Senado carecía de base moral, política y jurídica por no tener facultades reconocidas por la Constitución para dar el espaldarazo al nombramiento de un presidente de la República.


	Carranza buscó el fundamento jurídico para levantarse en armas en contra del usurpador, por ello se dirigió al Congreso de Coahuila el cual le dio la autorización para organizar el movimiento constitucionalista. Más tarde este sustento jurídico se proyectó en el Plan de Guadalupe mediante el cual se formalizó el desconocimiento de Victoriano Huerta como presidente, se hizo saber que los poderes Ejecutivo y Legislativo habían salido del orden legal y era necesario restablecer el orden jurídico quebrantado.


	El movimiento constitucionalista triunfó; durante su lucha revolucionaria Carranza privilegió la producción de proyectos de ley con el fin de proporcionarle a la Revolución una base jurídica. Múltiples leyes y decretos integraron la producción jurídica denominada preconstitucional. Uno de los máximos aciertos que le dan el reconocimiento de estadista a Carranza fue haber convocado al Congreso constituyente en 1916-1917, que durante dos meses estuvo reunido en Querétaro para crear el nuevo proyecto de Estado constitucional. Como podrá apreciarse en la lectura de esta obra, el autor examina con un criterio histórico-jurídico los debates del Constituyente y a partir del análisis jurídico de la discusión plantea si la Constitución de 1917 fue una nueva Constitución o si es la de 1857 reformada.


	En estas páginas encontramos una investigación histórica y jurídica de la evolución que ha experimentado la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, caracterizando el cambio de paradigma constitucional del liberalismo individual al de liberalismo social.


	Víctor Humberto Benítez Treviño


Introducción


	ESTA OBRA CONTIENE LA INVESTIGACIÓN sobre cómo ha evolucionado el paradigma constitucional del Estado mexicano y parte de dos premisas: la primera es que para comprender el significado de la Constitución es necesario ubicarnos en el contexto histórico que condiciona su elaboración, ya que los procesos históricos son los que determinan la transición política y jurídica de un paradigma constitucional1 a otro. La segunda premisa es que en la evolución del constitucionalismo mexicano identificamos por lo menos tres paradigmas, a saber: el constitucionalismo liberal-individual, el constitucionalismo liberal-positivista y el constitucionalismo liberal-social.


	El constitucionalismo liberal-individual promueve el establecimiento de normas que limitan la acción de las autoridades y otorgan libertades y derechos individuales; el constitucionalismo liberal-positivista tuvo como propósito fusionar lo que se ha denominado liberalismo radical con el progreso a través del desarrollo de la ciencia; y el constitucionalismo liberal-social impulsa la incorporación de los derechos sociales en el texto constitucional, de tal manera que se armonice el bien de la sociedad con la libertad individual.

	
	Por tratarse de un estudio sobre el paradigma liberal que ha sido hilo conductor del pensamiento constitucional, sólo abordamos el Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana, mejor conocido como la Constitución de Apatzingán; la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824, la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. En efecto, el Reglamento Provisional Político para organizar el primer Imperio mexicano de Agustín de Iturbide, elaborado el 18 de diciembre de 1822, revela una forma de reivindicación del dominio peninsular sustituido por la élite criolla española que, con los insurgentes, pactó la independencia ubicándose Agustín de Iturbide a la cabeza del Imperio mexicano. La vigencia de este primer Imperio abarcó del 21 de julio de 1822 al 19 de marzo de 1823 y su producción documental, por falta de eficacia normativa, no constituyó ningún tipo de paradigma constitucional.


	Las constituciones centralistas como la de 1836 y las Siete Leyes Constitucionales del proyecto de reforma de 1840, el voto particular del diputado José Fernando Ramírez, el proyecto de reforma de las leyes constitucionales, los proyectos de Constitución de 1842 y las Bases Orgánicas de 1843 fueron elaboraciones de gobiernos que llegaron al poder a partir de golpes de Estado iniciados por Anastasio Bustamante, Antonio López de Santa Anna y otros, que provocaron la salida anticipada y la muerte del presidente Vicente Guerrero, con lo cual la Constitución de 1824 perdió vigencia causando inestabilidad política y social que trajo en consecuencia constantes levantamientos de las élites militares, lo que impidió considerar los proyectos constitucionales como paradigmas derivados de una auténtica revolución; sólo fueron justificantes para la estancia de los conservadores en el poder y, por poco tiempo, de los liberales como es el caso de Valentín Gómez Farías en el Poder Ejecutivo, o el de Mariano Otero y Benito Juárez, en 1847, en el Poder Legislativo.


	El intento de pacificación entre centralistas y federalistas fue el Acta de Reformas de 1847 cuando en este documento se cambió la división territorial de departamentos a estados, pactando el regreso al sistema federal, inclusive quedó en letra la creación del estado de Guerrero. El Acta de Reformas fue firmada por Antonio López de Santa Anna el 21 de mayo de 1847. Esto no resolvió la inestabilidad de la nación causada por los problemas de la guerra civil y la invasión estadounidense, así como la salida y el regreso del Poder Ejecutivo que Santa Anna hacía para poder participar en las acciones militares. Cuando gobernaba Santa Anna practicaba la dictadura central hasta que la Revolución de Ayutla lo hizo abandonar el poder en el mes de agosto de 1855. Entonces, el centralismo no pudo constituirse como paradigma constitucional garante de libertades y de respeto al principio de la división de poderes y el ejercicio democrático.


	La intervención francesa de 1862, que dominó áreas del territorio nacional durante 1862-1864, creó para su administración pública el Imperio a cargo de Maximiliano de Habsburgo quien para gobernar expidió, el 10 de abril de 1865, el Estatuto Provisional del Imperio Mexicano e hizo una división territorial de 50 departamentos. Ante los combates de los liberales acaudillados por Benito Juárez ni los franceses, ni los conservadores ni la Iglesia católica lograron el control político y militar de todo el territorio nacional en virtud de que los liberales tenían como emblema de su movimiento defensivo la Constitución de 1857; en consecuencia, los documentos franco-conservadores de la usurpación de Maximiliano tampoco pueden considerarse paradigma constitucional en virtud de que sólo derivaron de grupos de interés militar, monarquista y religioso.


	Junto al hilo conductor del liberalismo mexicano surgió el paradigma generado por los constituyentes de 1857, entre ellos Ignacio Ramírez, Isidoro Olvera y José María del Castillo Velasco, cuyo pensamiento contribuyó a forjar el liberalismo social que sirvió de base para la defensa de mujeres, niños, obreros, campesinos y otros grupos vulnerables y que se proyectó en la nueva Constitución de 1917. Damos mayor contenido a los primeros capítulos de este libro porque en éstos se desarrolla el sustento del constitucionalismo liberal mexicano, que es la columna vertebral del paradigma que se integró desde la Constitución de Apatzingán hasta la Constitución de 1917.


	Incluimos los textos originales del Título Sexto del artículo 123, así como de los artículos 27 y 130 porque su contenido caracteriza a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente como la primera Constitución social en el mundo. En este libro se incorporan referencias informativas de obras clásicas del constitucionalismo mexicano y de las nuevas investigaciones que se publicaron en el centenario conmemorativo de la promulgación de la Constitución de 1917, integrando información de congresos como el xiii Congreso Iberoamericano del Derecho Constitucional, celebrado en el Palacio de Minería de la Ciudad de México en marzo de 2017, durante la Feria del Libro que se realizó en el mismo lugar, y revisamos bibliografía publicada por el Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México (inehrm), por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), por la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), entre otras instituciones educativas de la República Mexicana; muestra de ello es la diversidad de artículos consultados en tres obras, El constitucionalismo regional y la Constitución de 1917, La tradición constitucional en México (1808-1940)  y Un siglo de constitucionalismo en América Latina (1917-2017),  coordinadas por la investigadora del cide, Catherine Andrews, y la multiplicidad de estudios que en cuatro tomos denominados Cien ensayos para el centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos coordinaron Pedro Salazar Ugarte, Francisco Ibarra Palafox y Gerardo Esquivel, realizando el trabajo a nombre de los editores del Instituto de Investigaciones Jurídicas-unam y del Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República.


	Para observar la lucha librada para el cambio de paradigma constitucional que mejorara la vida en ranchos y haciendas de la campiña mexicana incorporamos las valiosas apreciaciones que se plantearon en los debates del Constituyente de 1856-1857 los diputados José María del Castillo Velasco, Ignacio Ramírez e Isidoro Olvera quienes emitieron votos particulares donde se describió la pobreza del campo y la opresión a la que estaban sujetos en el trabajo obreros y campesinos y cuyo fenómeno social más tarde describirían los liberales que impulsaron la Revolución mexicana como Andrés Molina Enríquez y Luis Cabrera.


	A 100 años de la promulgación de la Constitución de 1917, el paradigma liberal-social del Estado democrático de derecho continúa evolucionando para adecuarse a los escenarios nacional e internacional que han generado un paradigma constitucional que en la contemporaneidad del siglo xxi será objeto de nuevas investigaciones.


	En esta obra partimos de conceptos que impactan en la conciencia ilustrada y revolucionaria de su tiempo, como son los de constitucionalismo liberal, resultante de la incorporación de las ideas ilustradas de los movimientos revolucionarios acontecidos en los siglos xviii y xix en Europa, los Estados Unidos de América y América Latina, porque se considera que “El liberalismo, como experiencia, de una interpretación del mundo, se convirtió en un intento por transformarlo” (Reyes [t. i], 1988: ix). Ejemplo de ello fue el cambio de absolutismo a liberalismo, de monarquía a república; lo anterior a través de la creación del constitucionalismo liberal que en tiempos y contextos nacionales distintos cambia, como en el caso de México donde Justo Sierra sugiere un nuevo orden constitucional acorde con el progreso (cfr.  J. Sierra [t. iv], 1948: 145). Sin embargo, la Revolución mexicana generó un constitucionalismo liberal social.


	Sobre los conceptos de revolución y Revolución mexicana obtuvimos interesantes puntos referenciales de Alan Knight quien, en tres tomos, ha reunido importantes puntos de vista sobre la Revolución mexicana, sirviéndonos como consulta los siguientes: La Revolución mexicana. Del Porfiriato al nuevo régimen constitucional (2010) y Repensar la Revolución mexicana (vols. i y ii, 2013); asimismo interpretamos las ideas que sobre el tema del movimiento de 1910-1917 han investigado Héctor Aguilar Camín y Lorenzo Meyer en su estudio A la sombra de la Revolución mexicana (2010).


	En cuanto al garantismo, que por muchos años se confundió con derechos humanos, aplicamos las ideas doctrinarias y del derecho positivo que conciben las garantías como mecanismos de la defensa de los derechos humanos; así los consideraba ya Justo Sierra. Posterior a la reforma constitucional de 2011 nos acercamos a autores de artículos como Raúl Ávila Ortiz quien escribió Historia y derecho en México; reflexiones para su reinterpretación desde el constitucionalismo garantista, entre otros que vertieron su conocimiento sobre el tema en la obra en tres tomos, Historia y Constitución. Homenaje a José Luis Soberanes Fernández, coordinada por Miguel Carbonell y Oscar Cruz Barney.


	El resultado de nuestro trabajo lo presentamos en la forma siguiente: en el capítulo primero “Referentes del constitucionalismo liberal”, describimos el escenario de la evolución del liberalismo político influido por la Ilustración, que inspiró movimientos sociales para combatir el absolutismo en Europa: los revolucionarios y los súbditos lograron limitar el poder del monarca exigiéndole que los derechos ciudadanos constaran por escrito como aconteció cuando barones, eclesiásticos y terratenientes de Inglaterra se comprometieron, en 1215, a que el Rey Juan Sin Tierra estampara su sello real, equivalente a su firma, en el documento al que por su importancia jurídica y gran tamaño se le denominó “Carta Magna”, que aun cuando no es una Constitución formal como las constituciones escritas que actualmente conocemos, es un referente para comprender que los ciudadanos organizados pueden exigirle al gobernante el reconocimiento de sus derechos y, a través de representaciones, nacionales o locales, establecer los postulados que limiten el abuso del poder como lo hemos observado en las constituciones originales de los Estados Unidos de América de 1787, la de Francia La evolución del paradigma constitucional del Estado mexicano de 1791 y las que constituyeron a los estados de Iberoamérica durante el siglo xix.


	En el capítulo segundo, intitulado “Evolución del liberalismo mexicano. De la insurgencia a la reforma liberal juarista”, ubicamos el escenario de cuándo y dónde surgieron las ideas liberales que influyeron para forjar la conciencia insurgente que independizara a México de España para constituirse como nación libre. En ese contexto se precisan las ideas ilustradas y los personajes que influyeron e impulsaron la formación del pensamiento de la mexicanidad y del significado de nación libre con derecho a terminar con el sojuzgamiento español. Entre los revolucionarios que construyeron el ideario libertario destacaron Francisco Javier Clavijero por su filoindigenismo, fray Servando Teresa de Mier por ser impulsor de la libertad de conciencia y Miguel Ramos Arizpe como ideólogo del federalismo, entre otros que por su pensamiento liberal sufrieron expulsiones y encarcelamientos.


	Las ideas de patriotismo de Miguel Hidalgo y Costilla y de José María Morelos y Pavón merecieron respuesta de los sectores campesino y popular del pueblo mexicano cuya participación en la lucha insurgente abrió el camino a la libertad. Las proclamas de Hidalgo y Morelos crearon el legado de la etapa preconstitucional, el Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana, expedido el 22 de octubre de 1814, documento fundador del constitucionalismo sin el cual el estudio del Derecho Constitucional mexicano no podría iniciarse. Con este punto de vista juristas como José Luis Soberanes coinciden al decir que la Constitución de Apatzingán“es algo muy especial para los mexicanos: representa nuestro primer texto constitucional completo, la síntesis de las ideas políticas de los insurgentes, la gran obra de don José María Morelos y Pavón, la primera vez que a nuestra patria se le llama[b]a ‘México’ y, por supuesto, porque es la primera Constitución mexicana” (Ortiz y Soberanes, 2014: 13). Además, en este capítulo precisamos la evolución del constitucionalismo del México independiente a través de la confrontación entre liberales y conservadores en las luchas por el poder como las de Anastasio Bustamante y Antonio López de Santa Anna contra Vicente Guerrero, Juan Álvarez, Benito Juárez, entre otros, que se inclinaron por el Estado liberal-federal. El gobierno centralista fue derrocado en agosto de 1855 para refundar el paradigma del federalismo, sustentado en el ideario de los hombres de la Reforma, para forjar el nuevo Estado constitucional mexicano.



El Congreso Constituyente funcionó en 1856-1857, se reunió durante un año para crear la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857, que resultó la expresión de las más avanzadas ideas de la filosofía política ilustrada de su tiempo y se convirtió en símbolo de la lucha contra la reacción conservadora que organizó las guerras civiles más cruentas del siglo xix mexicano. Los postulados de la Constitución de 1857 fueron los dogmas del gobierno juarista a cuyo amparo se crearon trascendentes instituciones que, a partir de la reivindicación de la República en 1867 y hasta la muerte de Benito Juárez, el 18 de julio de 1872, modernizaron el marco jurídico de México. Durante el gobierno juarista se crearon las Leyes de Reforma y la ley de amparo, que reguló el “alcance y contenido contra leyes o actos de autoridad que violaran los derechos humanos” (Rabasa, 2003: 81).


	Tras la muerte de Juárez el presidente de la Suprema Corte de Justicia, Sebastián Lerdo de Tejada, asumió la Presidencia de la República y más tarde resultó electo presidente constitucional. Para la conducción de su gobierno fundó sus actuaciones en la Constitución de 1857 y en las leyes de Reforma. Sin embargo, al iniciarse el año de 1876 Porfirio Díaz se levantó contra el gobierno de Lerdo para disputarle la Presidencia de la República. Con la justificación de no permitir la reelección de Lerdo, el argumento del presidente de la Suprema Corte de Justicia, José María Iglesias, era que ante la pretensión reeleccionista de Lerdo tenía el derecho de convertirse en el titular del poder ejecutivo. Igual que Díaz, se levantó en armas. Ambos rebeldes sostenían que su lucha tenía como fin mantener el respeto al sufragio y a la no reelección. A fines de 1876 Lerdo abandonó la presidencia de la República y la ocupó Porfirio Díaz, gobernando con su estilo militar para el control social y político. La Constitución de 1857 fue utilizada por el caudillo sólo como escudo para fortalecer la élite que lo mantuvo en el poder implantando un gobierno personal, y los derechos del hombre y del ciudadano así como sus garantías individuales fueron olvidados eclipsando con su estilo de gobierno personal el paradigma constitucional de la Constitución de 1857, creando actividades antidemocráticas: “poco hizo por mejorar las condiciones de vida de miles de campesinos que despojados de sus tierras, ya fuera por las compañías deslindadoras o por las Leyes de Reforma, iban precipitándose cada vez más rápido a la miseria” (Tovar y de Teresa, 2015: 322). Podemos agregar que el porfirismo practicó entre sus medios de control social la represión a los trabajadores, tales son los casos en Cananea y Río Blanco; ataques a la libertad de prensa como los que sufrieron Ricardo y Enrique Flores Magón, Filomeno Mata y los integrantes del Partido Antirreeleccionista -fundado por Francisco I. Madero y Félix Palavicini-quienes, entre otros, combatieron de frente al porfirismo durante el movimiento armado e ideológico conocido como Revolución mexicana.


	Para mayor comprensión del paradigma constitucional mexicano antes, durante y posterior al centenario de la promulgación de la Constitución de 1917 analizamos la historiografía sobre los escenarios del porfirismo, de la Revolución mexicana y de sus consecuencias paradigmáticas que encontramos entre las líneas de los artículos que con su autoría, labor antologista y de compilación ha trabajado Catherine Andrews, coordinando los tres tomos coeditados por el Centro de Investigación y Docencia Económicas y el Archivo General de la Nación, donde autores como Paul Garner, Martha Eugenia García Ugarte, Moisés Guzmán Pérez, entre otros, forman un cuerpo historiográfico sobre la evolución del constitucionalismo mexicano en el cual podemos apreciar el paradigma constitucional que caracteriza el desarrollo institucional de México.


	Asimismo, ha sido valiosa para nuestra investigación la historiografía sobre la Revolución mexicana que integra Luis Barrón en su obra Historias de la Revolución mexicana, con prólogo de Friedrich Katz (2004: 9) quien escribe: “la enorme bibliografía que este libro contiene es una muestra clara no sólo del inmenso interés que dentro y fuera de México todavía existe por la Revolución mexicana, sino de la legitimidad que todavía tiene esa revolución”(Katz, 2004: 9).


	En el capítulo tercero, intitulado “Revolución constitucionalista: entreveramiento del liberalismo individual con el liberalismo social”, presentamos el escenario de las distintas fases de la Revolución mexicana que llevó al triunfo a Francisco I. Madero contra la dictadura de Porfirio Díaz, así como el resurgimiento de las élites porfiristas que, al mando de Victoriano Huerta, quebrantaron el orden constitucional al usurpar la Presidencia de la República con la complicidad de la mayoría de los integrantes de los poderes legislativo y judicial, gobernadores de los estados quienes avalaron la usurpación de Huerta al reconocerlo como titular del poder ejecutivo. En este apartado de la obra hacemos un análisis jurídico de dicho acontecimiento anticonstitucional.


	En febrero de 1913 el gobernador constitucional de Coahuila, Venustiano Carranza, se levantó en armas logrando múltiples adhesiones a su causa revolucionaria; al avanzar su movimiento, enfrentando problemas de la guerra civil y conflictos internacionales, Carranza sumó triunfos contra las facciones militares de villistas, zapatistas y otros que le disputaron el mando revolucionario. El primer jefe del Ejército Constitucionalista concibió que una de las estrategias para lograr la pacificación era restablecer el orden constitucional con el fin de juridificar la revolución. La alternativa fue organizar el Congreso Constituyente a reunirse en Querétaro; sus trabajos se iniciaron el 1° de diciembre de 1916 y culminaron con la promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 5 de febrero de 1917, en la que se proyectó el nuevo paradigma, el constitucionalismo social, de cuyos fundamentos damos cuenta en esta obra, destacando las aportaciones de los diputados constituyentes que construyeron la nueva arquitectura constitucional de las libertades y de los derechos sociales, que con sus más de 700 reformas continúa rigiendo al Estado constitucional.


	También analizamos un tema que a partir de la promulgación de la Constitución de 1917 causa polémica y es que a 100 años de vigencia aún interesa develar si la declaración de Venustiano Carranza que se plasmó en el proemio de la Constitución de 1917 fue para justificar la reverencia que él mismo y otros liberales mexicanos le guardaban a la Constitución de 1857, pero que no resiste el análisis jurídico constitucional como lo abordamos en esta obra donde sustentamos que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es una nueva Constitución y no de 1857 reformada.


Notas


1 A partir de la definición de paradigma que propone Thomas S. Kuhn (1962: 33 y ss.), entendemos por paradigma constitucional el conjunto de principios e ideas a partir de los cuales se define en un texto constitucional la relación entre autoridades y gobernados, así como la estructura general del Estado.


Capítulo I





	Referentes del constitucionalismo liberal


	LOS REFERENTES DEL CONSTITUCIONALISMO europeo que se observaron para reflexionar sobre la evolución del constitucionalismo mexicano fueron las ideas de la Ilustración; entre otras, las de libertad y limitación del poder real, de Juan Jacobo Rousseau, contenidas en El contrato social, la influencia que sobre el liberalismo se implantó en la Constitución de Cádiz en 1812. No podemos soslayar las ideas del constitucionalismo americano concebidas por los constituyentes de Filadelfia y que se incorporaron en El federalista de Alexander Hamilton, John Jay y James Madison, así como en la Constitución de los Estados Unidos de América de 1787. Otras ideas que influyeron en el pensamiento constitucional mexicano fueron las de Jeremy Bentham sobre la felicidad y la libertad, que se aplicaron en la Constitución de Apatzingán, sin dejar de reconocer las ideas de Voltaire sobre la libertad que adoptaron los revolucionarios insurgentes.


	Las ideas libertarias e independistas llegaron de Europa por vía marítima y terrestre; las obras prohibidas que incitaban a la Revolución y al cambio cultural de Colonia española a República mexicana fueron listadas como documentos, libelos y libros prohibidos que Cristina Gómez Álvarez y Guillermo Tovar y de Teresa integraron en las páginas del libro Censura y revolución. Libros prohibidos por la Inquisición de México. Con la lectura de esos elementos documentales prohibidos se nutrió el espíritu revolucionario de los criollos que forjaron el constitucionalismo mexicano.


 Para comprender el paradigma constitucional del México contemporáneo observaremos los escenarios revolucionarios europeo y americano en los que se generaron cartas y constituciones donde se inscribió el ideario del pueblo en revolución, con el fin de ir limitando el poder soberano del gobernante, hasta que el pueblo logró la titularidad de la soberanía, como se puede observar en la lucha de las 13 colonias de Norteamérica contra Inglaterra, en el movimiento francés de 1789 que conceptualizó los derechos del hombre y del ciudadano o en la lucha insurgente de las colonias españolas en América para crear estados nacionales, en cuyas constituciones se cambió la soberanía del monarca por la soberanía del pueblo.


	Vladimir Ilich Ulianov, alias Lenin, el revolucionario ruso que combatió en 1917 al absolutismo del zar Nikolái Aleksándrovich Románov (Nicolás II de Rusia), concebía que no hay revolución si no hay teoría que sustente las ideas del cambio.1 Por ello decimos que en los manifiestos, proclamas y planes es donde los revolucionarios expresan el ideario o la teoría que, al triunfar la causa, formará parte de su Constitución al crear el tipo de Estado y gobierno que el pueblo elija como parte del paradigma nacional. Por ello, para dar puntos de vista sobre la evolución del paradigma constitucional de México analizaremos los cambios implantados en Occidente iniciando con los acontecimientos que en Inglaterra dieron lugar al movimiento organizado por un grupo selecto de barones, obispos, terratenientes, entre otros, que pidieron al rey Juan de Inglaterra que garantizara derechos, comprometiéndolo a respetarlos mediante la imposición del sello real en el documento que conocemos como Carta Magna, considerada antecedente de las constituciones escritas, no por haber sido una Constitución, sino por pactar a favor del súbdito beneficios que limitaban el poder del rey, como observaremos a continuación.


	Inglaterra


	El movimiento revolucionario inglés de 1213-1215 (Great Rebellion). El movimiento social que obligó al rey Juan a firmar la Carta Magna en 1215 fue un hecho trascendente en la lucha por exigir que derechos y libertades fueran garantizados por escrito en un documento firmado por el soberano.


	¿Por qué obligar al rey Juan a que se comprometiera a respetar derechos y libertades? ¿Cuál fue la causa que motivó a los súbditos inconformes a levantar la voz ante la majestad del rey inglés? ¿Cómo se explica que la Carta Magna o Gran Carta contenga ideas ilustradas de avance sobre derechos y libertades, distintas de los del derecho romano que se aplicaba en Inglaterra, vinculada con el Vaticano?


	Para contestar estas preguntas hacemos las siguientes consideraciones. Entre 1213 y 1214 Inglaterra estaba en guerra contra Francia, había perdido territorios; el rey Juan buscó recuperarlos para lo cual fue necesario contar con recursos económicos y el medio para obtenerlos se concibió aumentando los impuestos a los súbditos. Los más afectados fueron los ricos terratenientes con títulos señoriales de barones, por ello pidieron apoyo a los jerarcas católicos ingleses liderados por Stephen Langton, arzobispo de Canterbury, e hicieron un movimiento exigiéndole al rey Juan reconocimiento de derechos y limitantes a la arbitrariedad en el trato de las libertades.


	Los inconformes con el alza tributaria real estaban acostumbrados a tener cartas para hacer la paz; los rebeldes pidieron que el rey firmara una gran carta, que comprendería derechos y libertades de todo el reino y no solamente de una comarca o comuna. Los sublevados emplazaron al rey para la firma, a lo cual se negó. Fue advertido que de no firmar se le tomaría su fortaleza real. Ante aquella presión de los barones el rey accedió a la reunión2 y en la Carta Magna estampó el sello real que era equivalente a su firma caligráfica. La Carta fue firmada el 15 de junio de 1215, contenía 63 puntos de compromisos que deberían ser cumplidos inmediatamente. Sin embargo, las prácticas arbitrarias de los funcionarios reales continuaron. El documento circuló en comunidades y catedrales, difundiendo el pacto hecho por el rey y los notables. Inconforme porque en contra de su libertad se le limitó el poder real, el rey Juan pidió apoyo al papa Inocencio III quien ordenó anular la Carta Magna porque el sello, o firma real, había sido plasmado bajo la presión que le hicieron al rey los súbditos insolentes quienes habían levantado la voz y atentado contra su majestad. El papa castigó a los clérigos participantes en aquel movimiento rebelde de terratenientes y episcopales amenazándolos con el arma terrible de la excomunión y cesó a Stephen Langton de su cargo de arzobispo.


	¿Para qué obligar al rey Juan a respetar derechos y libertades? Los inconformes reclamaron del rey la concesión del derecho a defenderse del alto cobro de impuestos que minaba su economía y limitaba sus recursos para invertir en el desarrollo de la agricultura y la ganadería, específicamente de vacunos y ovinos de los cuales se obtenía carne y lana para ser comercializadas en Holanda, Dinamarca, Bruselas y Brujas, entre otros mercados donde se vendía lana, especias, joyas y mercancías orientales. Inglaterra también tenía comercio con aquellas personas dedicadas a la actividad mercantil que llegaban por el mar Atlántico y recorrían el extenso río Támesis.


	Hacia el siglo xiii las ciudades inglesas fluctuaban entre los 30 000 y los 80 000 habitantes, que en múltiples ocasiones fueron diezmados por enfermedades como la fiebre bubónica. Los padecimientos por hambre y enfermedad eran atendidos por funcionarios de la Corona; a ello estaba obligado el rey, a dar atención, además de preservar el poder soberano. Por ello, cuando las guerras disminuyeron, los reyes ingleses se convirtieron en administradores.


	¿Cómo se explica que la Carta Magna integrara ideas avanzadas en ilustración sobre derechos y libertades acordes con su tiempo? La Carta Magna fue concebida en los momentos álgidos del feudalismo durante el cual se concibieron las ideas del Renacimiento, y se le dio brillo al derecho romano tanto en Inglaterra como en otros países europeos, por ello se dice que “en los siglos xii y xiii los juristas franceses y españoles se dedicaron a recuperar el derecho romano” (García Martín, 2012: 12) y a la vez configuraron un nuevo derecho constitucional conforme a los intereses políticos de los pueblos. En la Carta Magna se aprecia un vínculo indisoluble entre el poder religioso y el poder civil. El rey Juan, invocando la gracia de Dios, se comprometió en aquel histórico documento a cumplir con los derechos y libertades de los súbditos y garantizó la libertad de la Iglesia de Inglaterra. Entre lo más sobresaliente de los compromisos del rey en la Carta Magna de 1215, que reflejan el nacimiento de un nuevo paradigma político jurídico de aquel momento histórico, destacan los siguientes (cfr.,  Vincent, 2012: 112-124):



	Se concedía a la Iglesia católica en Inglaterra el goce de derechos y libertades, especialmente sobre la libertad de elegir a las autoridades eclesiásticas.


	Se garantizaban los derechos de los herederos a la tenencia y disposición de tierras y otros bienes de la herencia; se instituyó el no embargo de las tierras de los súbditos por deudas.


	En caso de que los herederos fueran menores de edad y hubiera deudas no se cobrarían intereses hasta que alcanzaran la mayoría de edad.


	No se cobraría el derecho de escudo excepto para redimir el uso de la persona o armar caballero al hijo mayor.


	Se respetaban los antiguos derechos y usos por tenencia de la tierra y uso de agua.


	Sólo se pagarían subsidios para armar caballero al hijo mayor y casar por una sola vez a la hija mayor.


	Se tenía el derecho de ser juzgado por sus tribunales condales.


	Ninguna multa sería injusta.


	Las multas a condes y barones sólo podían ser impuestas por sus pares.


	Los eclesiásticos no serían multados respecto a sus tenencias legales y no acorde con el valor del beneficio.


	Ninguna autoridad de policía o de justicia concurriría sobre los pleitos de la Corona.


	Ningún comisario o alguacil dispondría de granos del súbdito, a menos que de acuerdo con el súbdito se acuerde la forma de pago.


	Las tierras que estuvieran en manos del condenado por delito grave se le entregarían al señor del feudo.


	De la medida de granos se impondría “la arroba de Londres”.


	Ningún alguacil debería enjuiciar a hombre alguno sin que hubiera testigos fidedignos.


	El punto 39 de la Carta Magna resultó muy interesante porque tutelaba la libertad de la siguiente manera: “No free man will be taken or imprisoned or disseised or outlawed or exiled or in any way ruined, nor shall we go or send against him, save by the lawful judgement of his peers and by the law of the land”.3



	 El artículo 40 postuló la garantía de la justicia en los términos siguientes:“To no one shall we sell, to no one shall we deny or delay right or justice”.4 Fue restablecido el compromiso de respetar el derecho de los mercaderes de transitar libremente por Inglaterra salvo que pertenecieran a un país con el que estuvieran en guerra, en cuyo caso se les detendría sin dañarlos hasta ver que, si dicho país tenía prisioneros ingleses, éstos fueran bien tratados. Para juzgar se nombrarían jueces, comisarios o alguaciles sólo a quienes conocieran y observaran correctamente las leyes del reino. La desposesión o privación de tierras sólo se haría mediante previo juicio legal de sus pares, en caso contrario les serían restituidas a los agraviados; con este compromiso se buscaba la plena justicia. No se impondrían multas injustas o ilegales, y las impuestas injustamente serían perdonadas eternamente. Las costumbres y libertades deberían ser respetadas por los clérigos, sobre todo aquellas que el pueblo había implantado.


	Para cumplir con las disposiciones de la Carta Magna se implantaría una organización de 25 barones para observar que su contenido se cumpliera en sus términos. El rey se comprometió a que todos aquellos rencores surgidos entre súbditos, eclesiásticos y legos se terminarían y se daría el más amplio perdón (Vincent, 2012: 118).


	La Carta Magna es un documento que se ha considerado antecedente de las constituciones occidentales escritas, debido a la participación de sheriffs, ministros, barones, arzobispos y otros, aunque algunos señalan que muestra “tan sólo una democracia de privilegiados” (Pirenne, 2003: 146).


	El movimiento de los barones ingleses de 1215 contra Juan sin Tierra marca el inicio de un paradigma de participación de los súbditos en la elaboración de un documento general que garantizara sus derechos mediante una carta general firmada por quien tenía el poder de gobernar. Fue un movimiento paradigmático de súbditos de las élites religiosas, políticas y económicas que formó conciencia para que la idea de organizarse y exigir derechos permeara en otras capas sociales del pueblo.


	Estados Unidos de América


	El conocimiento de la evolución constitucional de los Estados Unidos de América resulta de especial interés para identificar el ideario que se plasmó en su Constitución, y saber en qué forma impactó en el pensamiento de los constituyentes creadores del paradigma constitucional de las libertades garantizadas por el Estado mexicano.


	El conocimiento de la historia constitucional de los Estados Unidos de América como nación independiente es comprendido a través de diversos referentes culturales, sociales, políticos y económicos que generaron la creación de un Estado federal sustentado en la Constitución escrita de 1787.


	Quienes colonizaron las tierras americanas colindantes con las costas del Océano Atlántico provenían de España, Suiza, Holanda, Suecia, Alemania, Francia, Inglaterra, entre otros; colonos que se distribuyeron en diferentes áreas estableciendo asentamientos poblacionales a los que con el tiempo se les conoció como las 13 colonias de Norteamérica.5 Los colonos ingleses defendieron los territorios de las pretensiones expansionistas de Francia y participaron en las conversaciones de paz para que en 1763 se firmara el Tratado de París.


	Los inmigrantes que nacieron en tierras americanas desarrollaron una identidad que los llevó a formar la conciencia de norteamericanos. En las 13 colonias se desarrolló una cultura europea. Los norteamericanos fueron legatarios de la tradición inglesa, sabían de libertades y derechos logrados por sus mayores, los cuales formaban parte de sus argumentos cuando combatían la arbitrariedad de la legislación impositiva, como la ley de timbre y el impuesto del té. Su reacción contra esas cargas fiscales dio lugar a un movimiento contra el reino inglés, tal como lo describe Isaac Asimov:



En el otoño de 1765, casi mil comerciantes de Boston, Nueva York y Filadelfia se unieron y organizaron el boicot de productos británicos para castigar aún más a los británicos, hasta reducir los derechos de aduana. Los tribunales anunciaron planes para cerrar antes que usar los timbres en documentos legales. Se convirtió en una cuestión de patriotismo el consumir bebidas alcohólicas domésticas, vestidos domésticos y objetos manufacturados domésticos de todo género, aunque no fuesen tan buenos como los que se podía importar (Asimov, 2006: 29).


	Los colonos inconformes se unieron y prohibieron comprar timbres y aquellos que lo hicieron sufrieron por su atrevimiento, como le sucedió a Thomas Hutchinson cuya casa “fue incendiada porque se creía (erróneamente) que había aprobado la Ley de Timbres” (Asimov, 2006: 17).


	Para someter a los desobedientes Inglaterra usó la fuerza pública. La resistencia tuvo resultados y el 18 de marzo de 1766 el rey Jorge III revocó la ley de timbres. El espíritu de lucha fortaleció la unión y la identidad entre los colonos, lo que dio lugar a las ideas de libertad e independencia. La confrontación con la Corona se convirtió en guerra y oportunidad para pensar en la creación de un Estado.
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